[bookmark: _GoBack]RESPUESTA DEL GOBIERNO DE ESPAÑA A LA NOTA VERBAL DE 24 DE FEBRERO DE LA SECRETARÍA DEL MECANISMO INTERNACIONAL DE EXPERTOS INDEPENDIENTES DE LAS NACIONES UNIDAS ENCARGADO DE PROMOVER LA JUSTICIA Y LA IGUALDAD RACIALES EN EL CONTEXTO DE LA APLICACIÓN DE LA LEY (EMLER) 


En respuesta a la Nota Verbal de la Secretaría del Mecanismo Internacional de Expertos Independientes de las Naciones Unidas encargado de promover la justicia y la igualdad raciales en el contexto de la aplicación de la ley (EMLER), en relación con la Resolución A/HRC/RES/47/21 del Consejo de Derechos Humanos, de 13 de julio de 2021, por la que solicita aportaciones para la elaboración de su informe de 2023 que se centrará en “Re-imaginando políticas: Acabar con los déficits de confianza, reforzar la supervisión institucional, adoptar métodos alternativos y complementarios a la actuación policial y al uso de la fuerza, y fomentar el balance de las lecciones aprendidas”, el Gobierno de España traslada la siguiente información en relación con las cuestiones planteadas:

Leyes, políticas, guías y procedimientos respetuosos con el marco legal internacional que rige el uso de la fuerza y las armas de fuego por parte del funcionariado de hacer cumplir la ley:

El uso de la fuerza y las armas de fuego por parte de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad (FCS) está regulado en normas y procedimientos. A nivel estatal, podemos destacar la Ley Orgánica 2/1986, de 13 de marzo, de Fuerzas y Cuerpos de Seguridad. En concreto, en el Capítulo II, artículo 5, los Principios básicos de actuación, constituyen un auténtico código deontológico. Así, en el apartado 2.c) del mencionado artículo se señala que "en el ejercicio de sus funciones deberán actuar con la decisión necesaria y sin demora cuando de ello dependa evitar un daño grave, inmediato e irreparable; rigiéndose al hacerlo por los principios de congruencia, oportunidad y proporcionalidad en la utilización de los medios a su alcance". Asimismo, en el apartado d) del mismo precepto se indica que "solamente deberán utilizar las armas en las situaciones en que exista un riesgo racionalmente grave para su vida, su integridad física o las de terceras personas, o en aquellas circunstancias que puedan suponer un grave riesgo para la seguridad ciudadana y de conformidad con los principios a que se refiere el apartado anterior". 
Por tanto, resulta imprescindible la utilización de armas para el ejercicio de sus funciones por parte de la Policía Nacional y la Guardia Civil, como integrantes de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado (FCSE), lo que le permite proteger el libre ejercicio de los derechos de las personas y el mantenimiento o, en su caso, el restablecimiento de la seguridad ciudadana.
También en este sentido, tanto el Código Ético de la Policía Nacional del año 2013 como el Código de Conducta de la Guardia Civil del año 2022 establecen que el uso de la fuerza procurará causar la menor lesividad posible, reduciendo al mínimo los daños y lesiones, y procediendo a la asistencia inmediata a las personas lesionadas, siguiendo así las líneas marcadas por la Resolución de la Asamblea Parlamentaria del Consejo de Europa de 8 de mayo de 1979, y por la Resolución 169134 de 1979 de la Asamblea General de Naciones Unidas.
Además, en el ámbito de la Secretaría de Estado de Seguridad (SES), se han impartido distintas instrucciones para regular la materia, tales como la Instrucción de 14.04.1983, sobre utilización de armas de fuego por miembros de los Cuerpos y Fuerzas de Seguridad del Estado, y la Instrucción 12/2007, sobre los comportamientos exigidos a los miembros de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado (FCSE) para garantizar los derechos de las personas detenidas o bajo custodia policial. 
El ordenamiento jurídico español brinda una especial protección a los derechos y libertades fundamentales, en consonancia con la prolija regulación internacional, constituyendo las FCS uno de los principales garantes de los mismos, con el firme compromiso de su respeto y defensa. 
Para potenciar y dar visibilidad a dicho compromiso, en el mes de febrero de 2022 se creó la Oficina Nacional de Garantía de los Derechos Humanos (ONGADH), en el seno de la Inspección de Personal y Servicios de Seguridad (IPSS), mediate la Instrucción 1/2022 de la SES. 
La ONGADH constituye un mecanismo de seguimiento, coordinación y evaluación de las actuaciones de las FCSE en materia de derechos humanos. Las responsabilidades atribuidas a la ONGADH se concretan en “velar para que las FCSE cumplan las normas nacionales e internacionales contra la tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanas o degradantes” y “promover actuaciones que favorezcan la integridad profesional y deontológica de los miembros de las FCSE”. La nueva regulación establecida en la ISES 1/2022 se centra en la pretensión de articular su respuesta de una manera más especializada, para impulsar la visibilidad y la coordinación de los esfuerzos que ya se realizan.
En cuanto a las tendencias, una de las que se está observando en España es el aumento de los delitos de odio. Estos delitos, que incluyen actos de violencia, intimidación, acoso o discriminación contra personas debido a su origen racial o étnico, religión, orientación sexual, género o discapacidad, entre otros colectivos, son motivo de seguimiento e interés por parte de las FCS. El Informe sobre la evolución de los Delitos de Odio en España 2021 elaborado por la Oficina Nacional de Lucha Contra los Delitos de Odio (ONDOD) ha evidenciado esta tendencia. En relación con la pandemia originada por la COVID-19, los datos confirmaron una tendencia alcista interrumpida por la influencia de esta última, como puede observarse en dicho informe[footnoteRef:1].  [1:  Véase https://estadisticasdecriminalidad.ses.mir.es/publico/portalestadistico/dam/jcr:910e7e63-8c55-47b0-810b-59452674e03c/INFORME%20EVOLUCION%20DELITOS%20DE%20ODIO%202021.pdf
] 

Por otro lado, también se ha constatado el aumento del discurso de odio en Internet y las redes sociales. Los grupos extremistas utilizan estas plataformas para difundir su ideología, reclutar nuevos miembros y, desafortunadamente, acosar e intimidar a personas que no comparten sus puntos de vista o que pertenecen, por ejemplo, a un grupo étnico o religioso diferente. La ONDOD ha participado en diferentes ejercicios de evaluación del cumplimiento del "Código de Conducta para la lucha contra la incitación ilegal al odio en Internet" de la Comisión Europea (el último realizado en 2022) y ha constatado estos hechos, lo cual es prioritario acometer por las FCS, así como supone una motivación para el desarrollo de estrategias y herramientas por parte de las instituciones y el conjunto de la sociedad. El informe "Libertad en la red 2020" de la organización Freedom House, analiza la libertad en Internet en todo el mundo y destaca el aumento del discurso de odio en línea y la censura de las voces disidentes. Algún ejemplo de informe relacionado con este ámbito en España es el siguiente: Informe sobre el Discurso de Odio en Redes Sociales en España, elaborado por la Fundación Anna Lindh y la organización Movimiento Contra la Intolerancia. Este informe analiza el aumento del discurso de odio en línea en España y destaca la necesidad de abordar este problema a través de la educación y la concienciación. 
Por otra parte, como mecanismo tendente a garantizar que se lleve a cabo un correcto uso de la fuerza y armas empleadas, es de aplicación la LO 4/2010, de 20 de mayo, del Régimen Disciplinario del Cuerpo Nacional de Policía y la Ley Orgánica 12/2007, de 22 de octubre, del régimen disciplinario de la Guardia Civil. 
Respecto a las medidas efectuadas para el tratamiento de las personas detenidas, y dando cumplimiento así a la Instrucción 4/2018 la SES sobre Protocolo de Actuación en las Áreas Custodia de Detenidos, se están adecuado las instalaciones de las áreas destinadas a la custodia de las personas detenidas a la normativa vigente. 
Por último, cabe destacar que la formación ocupa un lugar destacado en todas las esferas de las FCSE, en los procesos de acceso y promoción interna y, de forma transversal, en todas las áreas y especialidades profesionales, para asegurar la capacitación y adiestramiento necesario de todo el personal policial. De esta manera, se proporciona a su personal formación inicial y periódica, tanto teórica como práctica, respecto al uso de la fuerza, resolución de conflictos, mediación, negociación, control de masas y técnicas o métodos de interrogatorio.

Iniciativas satisfactorias y buenas prácticas adoptadas para abordar el racismo sistémico en los sistemas de aplicación de la ley y de la justicia penal:

Debe aclararse que se entiende el racismo sistémico como estructural, es decir, el que se admite que está presente en todas las sociedades, pero no como racismo institucional (sesgo racial inferido en políticas o leyes, así como a su práctica). En España, como en cualquier otro país, existen conductas racistas pero que no se defienden por las instituciones. Las instituciones como se expone a continuación, están trabajando para erradicar el racismo y promueven la lucha contra la discriminación y la intolerancia. 
En el ámbito legislativo y administrativo, España cuenta con una serie de leyes y normas que tienen como objetivo prevenir y combatir los delitos de odio y la discriminación en diferentes ámbitos como el racismo y los discursos de odio.  
Asimismo, España ha incorporado a su ordenamiento jurídico diversas Directivas europeas en materia de discriminación, como la Directiva 2000/43/CE, relativa a la igualdad de trato entre las personas sin distinción de origen racial o étnico. Y la Directiva europea 2012/29/UE del Parlamento y del Consejo, por la que se establecen normas mínimas sobre los derechos, el apoyo y la protección de las víctimas de delitos, y por la que se sustituye la Decisión Marco 2001/220/JAI del Consejo, traspuesta a nuestro ordenamiento mediante la Ley 4/2015, de 27 de abril, del Estatuto de la víctima del delito. Dicha ley ha sido objeto de desarrollo reglamentario mediante el Real Decreto 1109/2015, de 11 de diciembre, por el que se desarrolla la Ley 4/2015, de 27 de abril, del Estatuto de la víctima del delito, y se regulan las Oficinas de Asistencia a las Víctimas del Delito.
En el ámbito político, se han adoptado diversas medidas para prevenir y combatir la discriminación y la violencia racista y xenófoba a través de los diferentes Ministerios, en el ámbito del Ministerio del Interior destaca el establecimiento de la Oficina Nacional de Lucha Contra los Delitos de Odio (ONDOD), creada mediante la Instrucción Núm. 1/2018, de 5 de febrero de 2018, de Secretaría de Estado de Seguridad (SES). Entre todas las funciones que tiene encomendadas, es responsable de la coordinación entre la Secretaría de Estado de Seguridad y sus organismos dependientes, a la hora del intercambio de información y su difusión; de la formación conjunta de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado; así como cualquier otra cuestión que pueda servir para mejorar la actuación policial en la lucha contra los delitos de odio. Actúa como observatorio sobre el fenómeno, recabando información y originando análisis estratégicos para la adopción de nuevas iniciativas que atajen este problema, estableciéndose como punto de contacto nacional ante otros organismos internacionales especializados en la materia.
Dentro del marco jurídico español, la Ley Orgánica 2/1986, de 13 de marzo, de Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, recoge los Principios básicos de actuación para las policías de ámbito estatal, autonómico y local que operan dentro del ámbito nacional, vinculando a todos los actores policiales en una conducta de respeto, dignidad e imparcialidad por razón de raza o religión u opinión, como cita su Título I Capitulo II articulo 5 apartado 1.b. Además, el artículo 16.1 de la Ley Orgánica 4/2015, de 30 de marzo, de protección de la seguridad ciudadana, establece que en el ejercicio de sus funciones, y específicamente, en la práctica de identificaciones, los miembros de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad respetarán estrictamente los principios de proporcionalidad, igualdad de trato y no discriminación por razón de nacimiento, nacionalidad, origen racial o étnico, sexo, religión o creencias, edad, discapacidad, orientación o identidad sexual, opinión o cualquier otra condición o circunstancia personal o social.
En relación al propio control que las FCS ejercen sobre sí mismas y sus actividades policiales, son reguladas por diferentes normas y Códigos Éticos, la formación y el conocimiento de estas normas internas son el pilar básico para evitar conductas abusivas o arbitrarias y fundamentales para la realización de las funciones correspondientes dentro de un principio de igualdad y no discriminación. 
Esto se refleja en normas como El Código Ético del Cuerpo Nacional de Policía, y la Ley Orgánica 9/2015, de 28 de julio, de Régimen de Personal de la Policía Nacional, que citan en el artículo 16 y artículo 7 respectivamente, los principios de legalidad e integridad, así como la no discriminación por razón de nacimiento, origen racial o étnico, género o sexo. Además, el control interno que dicho Cuerpo viene ejerciendo por el régimen disciplinario recogido en la Ley Orgánica 4/2010, de 20 de mayo, del Régimen disciplinario del Cuerpo Nacional de Policía, recoge en su artículo 7 como faltas muy graves:
“n) Toda actuación que suponga discriminación por razón de origen racial o étnico, religión o convicciones, discapacidad, edad u orientación sexual, sexo, lengua, opinión, lugar de nacimiento o vecindad, o cualquier otra condición o circunstancia personal o social”.
La Guardia Civil opera de la misma manera, la regulación de las actuaciones de dicho Cuerpo vienen refrendadas por Ley 29/2014, de 28 de noviembre, de Régimen del Personal de la Guardia Civil, que define en su artículo 7, un comportamiento hacia el ciudadano sin discriminación por razón de sexo, origen racial o étnico, religión o ideológico, así como orientación o identidad sexual, edad o discapacidad, o cualquier otra condición o circunstancia y actuando siempre con dignidad, prudencia y honradez. Aquellos guardias civiles que no se acojan a este precepto le es de aplicación el artículo 7 de la Ley Orgánica 12/2007, de 22 de octubre, que regula el régimen disciplinario de la Guardia Civil, que recoge como faltas muy graves, siempre que no constituyan delito: 
“Toda actuación que suponga discriminación o acoso por razón de origen racial o étnico, religión o convicciones, discapacidad, edad, orientación sexual, sexo, lengua, opinión, lugar de nacimiento o vecindad, o cualquier otra condición o circunstancia personal o social.”
Por todo ello se entiende que, cualquier funcionario policial encargado de hacer cumplir la ley, el cual haya sido denunciado y condenado penalmente por delito doloso en el ejercicio de sus funciones, lleva aparejado una sanción disciplinaria igualada en gravedad a los hechos juzgados por un tribunal de justicia. 
En este sentido, igualmente es importante hacer referencia al reciente Código de Conducta del personal de la Guardia Civil, el cual ha sido aprobado mediante Real Decreto 176/2022, de 4 de marzo, concretamente al artículo 12 al tratar la “igualdad y no discriminación”:
“Actuarán siempre guiados por el principio de igualdad y no discriminación por razón de nacimiento, raza, sexo, orientación sexual, religión o creencia, convicción política, discapacidad física o psíquica, edad, lengua o cualquier otra condición o circunstancia personal o social.”
El Ministerio del Interior asume con firmeza el fomento de la cultura en el respeto de los Derechos Humanos (DDHH) y, bajo la exigencia del principio de “tolerancia cero”, lidera la respuesta frente a cualquier conducta que pueda menoscabar su respeto. La protección jurídica y de facto de los DDHH constituye un eje prioritario para la actividad propia de esta SES y de sus órganos dependientes, para los que la promoción y el respeto de los DDHH constituyen la piedra angular de la actuación profesional. Con vistas a alcanzar este objetivo, en la Dirección General de Coordinación y Estudios de la SES se creó la “Oficina Nacional de Garantías de los Derechos Humanos” (ONGADH), incardinada en la Inspección de Personal y Servicios de Seguridad (IPSS), mediante en la Instrucción 1/2022, de 10 de febrero de 2022, de la Secretaría de Estado de Seguridad, dónde en su instrucción quinta se recoge:
“Comprobar y evaluar el cumplimiento de las obligaciones contenidas en instrucciones u otras disposiciones sobre actuaciones policiales que puedan afectar al ejercicio de los derechos fundamentales.”
Asimismo, dicha Oficina Nacional de Garantías de los Derechos Humanos también realiza un tratamiento y seguimiento de las quejas o sugerencias de los ciudadanos que excedan de una simple insatisfacción y puedan afectar a los derechos fundamentales.
Teniendo en cuenta todo lo mencionado, cuando las FCS realizan las funciones que tiene encomendadas, como por ejemplo, aplicación de la Ley Orgánica 4/2000, de 11 de enero, sobre derechos y libertades de los extranjeros en España y su integración social, así como el ejercicio de las funciones recogidas en la Ley Orgánica 4/2015, de 30 de marzo, de protección de la seguridad ciudadana, se realizan con total respeto a los Principios básicos de actuación y por ende a los ciudadanos a los que se les aplica. 
En este sentido, los funcionarios policiales encargados de hacer cumplir la ley muestran capacitación a la hora de realizar sus funciones dado que cada Cuerpo fomenta la formación como pilar fundamental para la prevención y el conocimiento en diferentes ámbitos, en este caso, los agentes reciben formación tanto en el ingreso y promoción de sus respectivas escalas y categorías, como recordatorios periódicamente de ética profesional  y deontología, así como una amplia gama de cursos, jornadas y seminarios en temáticas sobre delitos de odio y discriminación, igualdad, racismo, xenofobia, reforma legislativa y un largo etcétera. Sin olvidar la capacitación para la atención a víctimas, tanto en los lugares de comisión de los hechos como el seguimiento posterior de las mismas. Para ello, ambos Cuerpos cuentan con diferentes métodos de aprendizaje tanto presencial como telemáticos que aseguran la llegada de dichos conocimientos a la totalidad de agentes disponibles. Es de gran utilidad y de inestimable colaboración contar con diferentes organizaciones tanto gubernamentales como del llamado Tercer Sector Social y organizaciones de la sociedad civil con capacitación para hacer llegar al tejido policial, las necesidades de sensibilización que muchos colectivos demandan, colaborando en la formación de dichos agentes. 
En España contamos con organizaciones destacadas como el mencionado OBERAXE (Observatorio Español del Racismo y la Xenofobia), que además de las funciones propias que le son encomendadas, participa en la capacitación de formadores policiales; Movimiento contra la Intolerancia; Fundación Secretariado Gitano; Centro UNESCO, y muchas más que incluyendo especialistas juristas, como Fiscales, Jueces y Abogados de prestigio relacionados con los delitos por discriminación, editan manuales de buenas prácticas y forman una amalgama de participantes que hacen estar a los Cuerpos policiales en la vanguardia de la formación especializada. De suma importancia es hacer constar que las relaciones con la sociedad civil se han intensificado desde la aprobación del «Protocolo de Actuación de las Fuerzas y cuerpos de Seguridad para los Delitos de Odio y Conductas que vulneran las Normas Legales sobre Discriminación». Redactado en el año 2014, y actualizado en 2015 y en 2020 (y en 2023 está de nuevo en revisión), es una guía imprescindible para todo funcionario policial y de suma importancia a la hora de tratar de una manera adecuada cualquier incidente o delito relacionado con el odio en general. En cualquier curso de formación y sensibilización relacionado con estas tipologías, es parte fundamental del aprendizaje. 
En este Protocolo se hace referencia a la figura del “interlocutor social” que acerca los servicios policiales a la comunidad y a diferentes colectivos que así lo deseen, haciéndole llegar sus inquietudes y realizando un nexo de unión entre ambos, que fomenta la colaboración mediante reuniones periódicas con las diferentes asociaciones representativas. Esta figura está presente en todos los Cuerpos policiales y en todas las provincias, siendo un “recurso” de fácil acceso a los representantes de la sociedad civil.
La formación y sensibilización de las FCS es otro elemento fundamental y clave en el que se está trabajando desde hace años. Cada Cuerpo fomenta la formación como pilar fundamental para la prevención y el conocimiento en diferentes ámbitos, en este caso, los agentes reciben formación tanto en el ingreso y promoción de sus respectivas escalas y categorías, como reciclajes periódicos de ética profesional y deontología, así como una amplia gama de cursos, jornadas y seminarios en temáticas sobre delitos de odio y discriminación, igualdad, racismo, xenofobia, reforma legislativa y un largo etcétera. Sin olvidar la capacitación para la atención sensible a víctimas, tanto en los lugares de comisión de los hechos como el seguimiento posterior de las mismas. Para ello, como se ha mencionado, Policía Nacional y Guardia Civil cuentan con diferentes métodos de aprendizaje tanto presencial como telemáticos que aseguran la gestión de dichos conocimientos a la totalidad de agentes disponibles. Es de gran utilidad y de inestimable colaboración contar con diferentes organizaciones tanto gubernamentales como del llamado Tercer Sector Social y ONGs con capacitación para hacer llegar al tejido policial, las necesidades de sensibilización que muchos colectivos demandan, colaborando en la formación de dichos agentes.   
Desde el año 2019 se ha implementado en España el programa “Training Against Hate Crimes For Law Enforment” (TAHCLE), diseñado por la Oficina para las Instituciones Democráticas y los Derechos Humanos de la Organización para la Seguridad y la Cooperación en Europa (ODIHR-OSCE), para formar a las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado en el mismo. Tiene como finalidad mejorar la capacitación de los cuerpos policiales en el reconocimiento, comprensión e investigación de los delitos de odio. Cada año se remiten a la ODIHR un informe con las actuaciones realizadas.
En el ámbito de la Policía Nacional, entre las medidas adoptadas para prevenir y combatir estos contextos, destaca la creación de grupos específicos de lucha contra los delitos de odio dentro de la Comisaría General de Información (CGI) y en las Brigadas Provinciales de Información (equipos EVO –Extremismo, Violencia y Odio–). Estos grupos, de carácter transversal y multidisciplinar, tienen la misión de asumir las investigaciones de este tipo de delitos, recopilar la información de todos los incidentes e infracciones penales, alimentar la base de datos común sobre simbología de grupos radicales y participar en la realización de los Referral Action Days. A nivel central, el equipo EVO de la CGI coordina todas estas actuaciones.
Otras medidas llevadas a cabo por la Policía Nacional en este conjunto de buenas prácticas son las siguientes:
· Contacto con asociaciones del tercer sector. En este ámbito, además de la labor en este sentido de todas las unidades del área de Información, destaca que dos brigadas territoriales del área de Información de la Policía Nacional participan en el proyecto europeo CISDO, con el objetivo específico de aumentar la cooperación y el intercambio de información entre las fuerzas y cuerpos de seguridad con las organizaciones de la sociedad civil para prevenir, identificar, mediar y luchar contra los incidentes racistas y xenófobos, y en especial los discursos y delitos de odio.
· Promover la retirada de material de odio en línea: existencia del Código de Conducta para la lucha contra la incitación ilegal al odio en Internet desde 2016 (Facebook, Twitter, Instagram, YouTube, Snapchat, Webedia/Jeuxvideo.com, Dailymotion).

Iniciativas satisfactorias y buenas prácticas sobre medidas de prevención y rendición de cuentas por violaciones de derechos humanos por parte de las fuerzas del orden contra personas afrodescendientes, incluyendo la supervisión, el seguimiento y la denuncia de violaciones, la recopilación y publicación de datos completos y desglosados, la formación en derechos humanos, los procesos de contratación y retención, y la sensibilización:

Por otro lado, en la línea del compromiso de las FCSE con la promoción de los derechos humanos y de la igualdad de género la Policía Nacional cuenta con el Área de Derechos Humanos e Igualdad, que comprende la Oficina Nacional de Derechos Humanos y la Oficina Nacional para la Igualdad de Género que ha sido configurada para la priorización e impulso de ambos ejes, constituyendo una importante línea estratégica, refrendada además su importancia por la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible.
Las herramientas para conseguir estos objetivos son la red de puntos de contacto de derechos humanos e igualdad, el intercambio de información con otros organismos e instituciones, así como la formulación de recomendaciones y propuestas para incrementar la eficacia desde el prisma de la igualdad y la garantía de los derechos humanos y un plan de formación integral continua que se encarga de impulsar programas de formación y concienciación en igualdad de género y derechos humanos.
Por su parte, la Guardia civil ha constituido el área de derechos humanos, igualdad y diversidad como órgano central para establecer una red de apoyo nacional que impulse los trabajos en igualdad real y respeto a la diversidad y los derechos humanos. Entre sus funciones están las de asesoramiento, planteamiento de iniciativas de sensibilización y concienciación e impulso de la captación de talento.

Buenas prácticas, retos y lecciones aprendidas sobre métodos alternativos de control, fortalecimiento de la supervisión institucional y reducción de déficits de confianza:

Por parte de la Oficina Nacional de Lucha Contra los Delitos de Odio, se han llevado a cabo dos “Planes de acción de lucha contra los delitos de odio[footnoteRef:2]”. Los Planes de Acción establecen las líneas estratégicas, los objetivos y las medidas concretas que las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad españolas y esta Oficina Nacional deben implementar en una serie de años para la mejora en la prevención y lucha contra estos delitos. Estos Planes de Acción fueron diseñados con el apoyo de diferentes asociaciones civiles relacionadas con este ámbito, así como otras instituciones públicas y aportaciones de los cuerpos policiales, tanto a nivel nacional como regional. [2:  Enlace a los Planes en su versión tanto en español como en inglés: https://www.interior.gob.es/opencms/es/servicios-al-ciudadano/delitos-de-odio/] 

En el primer Plan de Acción (2019-2021) se contemplaron cuatro líneas de acción, trece objetivos y 54 medidas. La primera línea era la formación de las FFCSE en materias como los Derechos Humanos, no discriminación y delitos de odio. Otra línea de acción fue la prevención de los incidentes y delitos de odio, con medidas como campañas de sensibilización. La tercera línea de acción fue la de atención a las víctimas, que es una parte fundamental como la parte vulnerable y perjudicada que sufre estos delitos y en la que se busca conseguir que estas denuncien, así como que se las dé un tratamiento adecuado por los Cuerpos policiales. Entre los objetivos desarrollados dentro de esta línea destaca la activación en la App ‘ALERTCOPS’ de un apartado específico de delitos de odio, para que estos puedan ser reportados a Policía Nacional y Guardia Civil, o la Guía de actuación con víctimas de delitos de odio con discapacidad del desarrollo. La última línea fue la de respuesta eficaz y con rigor ante este tipo de incidentes y crímenes.
A la finalización de la vigencia de este primer Plan de Acción, el 10 de septiembre de 2021, se lograron materializar 48 medidas de las 54 planteadas, pasando las seis que faltaban y que en ese momento se encontraban en curso, dada la situación ocasionada por la COVID-19, a formar parte del II Plan de Acción.
En el II Plan de Acción de lucha contra los delitos de odio 2022-2024, fue aprobado el 12 de abril de 2022, tanto en el Consejo de Ministros como en el propio ámbito del Departamento ministerial, y estará en vigor hasta finales de 2024.  
Este nuevo Plan, aprobado mediante la Instrucción 5/2022, de 12 de abril de 2022, de la Secretaría de Estado de Seguridad, está dividido en 8 líneas de acción, 15 objetivos a cumplir y 86 medidas, siendo la asistencia y apoyo a las víctimas el centro de la mayoría de ellas, es decir, el apoyo y la asistencia a las víctimas de delitos de odio representa el eje central de este nuevo Plan de Acción sobre el que gravitan las diferentes medidas. 
Al margen de los Planes de Acción, la Oficina Nacional también participa en distintos foros y proyectos a nivel internacional dando continuidad a las líneas de acción antes mencionadas, como son:
-High Level Group on combating hate speech and hate crime (Comisión Europea).
Se participa activamente en el Grupo de Alto Nivel para combatir los discursos y los delitos de odio, desde junio de 2016 hasta enero de 2022 llamado Grupo de Alto Nivel para combatir el Racismo, la Xenofobia y otras formas de Intolerancia de la Comisión Europea. La Oficina Nacional ha estado representada y ha acudido a las reuniones periódicas de dicho Grupo de Alto Nivel con el objeto de seguir coordinando y reforzando la prevención y lucha contra los delitos y el discurso de odio en los Estados miembros de la Unión Europea, así como en los 4 subgrupos creados para ello: 
· Grupo de Trabajo de apoyo a las víctimas de delitos de odio (Hate crime victims support), coordinado por la OSCE-ODHIR;
· Grupo de Trabajo contra el Discurso de odio en línea (Countering hate speech online), coordinado por la Comisión Europea, para el seguimiento de la aplicación del “Código de Conducta sobre la lucha contra la incitación ilegal al odio en línea”. La Oficina Nacional, lleva participando desde el año 2019 en los Ejercicios de Evaluación del Código de Conducta para contrarrestar el discurso de odio en línea, citado anteriormente. En el año 2022 tuvo lugar el 7º Ejercicio habiendo reportado esta ONDOD más de 140 publicaciones de entre todas las redes sociales que se han adherido al citado Código;
· Grupo de Trabajo sobre formación y capacitación en materia de delitos de odio para las fuerzas de seguridad (Hate crime training and capacity building for national law enforcement), coordinado por la Comisión Europea y CEPOL (Agencia de la Unión Europea para la Formación Policial); 
· Grupo de Trabajo de mejora de las metodologías de registro y recopilación de datos sobre los delitos de odio (Hate crime recording, reporting and data collection), coordinado por la FRA (Agencia de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea).
-EStAR Project (Enhancing Stakeholder Awareness and Resources for Hate Crime Victim Support). 
La ONDOD ha estado colaborando muy activamente en el proyecto EStAR, desarrollado entre los años 2020 y 2021, por la Oficina de Instituciones Democráticas y Derechos Humanos (ODIHR) de la Organización para la Seguridad y la Cooperación en Europa (OSCE) y la VBRG (Asociación de Centros de Asesoramiento para Víctimas de la Violencia de Derecha, Racista y Antisemita en Alemania). El enfoque ha estado centrado en las víctimas de delitos de odio, con el fin de producir herramientas para mejorar la protección y los servicios para las mismas.
En el año 2021 tuvo lugar en nuestro país el primer taller “Evaluación de las estructuras y servicios nacionales para las víctimas de delitos de odio en España”, enmarcado en el mencionado proyecto ‘EStAR’, organizado precisamente por la Oficina de Instituciones Democráticas y Derechos Humanos (ODIHR) de la OSCE y la Oficina Nacional de Lucha Contra los Delitos de Odio. La ODIHR eligió España como anfitriona de este primer taller que se replicó posteriormente en otros países. Dicho evento estuvo enfocado en la evaluación de las estructuras y los servicios nacionales existentes para el apoyo a las víctimas de delitos de odio, con el fin de identificar las deficiencias y poder desarrollar posteriormente futuras medidas que mejoren la asistencia a las víctimas, todo ello en base a un informe de recomendaciones. Para ello, participaron representantes de la Oficina Nacional de Lucha Contra los Delitos de Odio; las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad; Ministerio de Inclusión, Seguridad Social y Migraciones; Ministerio de Justicia; Oficina del Defensor del Pueblo; Fiscalía General del Estado; y Organizaciones de la Sociedad Civil. 
- FRA (Agencia de los Derechos Fundamentales de la UE).
Desde la Oficina Nacional se colabora con la FRA en publicaciones como el “Compendium of practices combating hate crime” y se ha asistido en mayo de 2022 a la Conferencia europea sobre antisemitismo: Reunión de alto nivel sobre delitos de odio antisemitas, en su sede en Viena (Austria). 
- En la lucha contra el discurso de odio en línea, también se ha participado en el proyecto europeo ‘ALRECO’ y actualmente en el proyecto europeo ‘REAL-UP’: Se trata de dos proyectos cofinanciados por la Comisión Europea. El proyecto ‘ALRECO’ (‘Discurso de odio, racismo y xenofobia: mecanismos de alerta y respuesta coordinada’), fue coordinado por la Secretaría de Estado de Migraciones del Ministerio de Inclusión, Seguridad Social y Migraciones, a través del Observatorio Español del Racismo y la Xenofobia (OBERAXE). En este proyecto participaron también, en calidad de socios, la Universidad de Barcelona-CREA (Community of Research on Excellence for All), y la Asociación TRABE, Iniciativas para la economía social y solidaria. El proyecto ‘ALRECO’ tenía como objetivo “mejorar las capacidades de las autoridades del Estado para identificar, analizar, monitorizar y evaluar el discurso de odio en línea, a fin de diseñar estrategias compartidas frente al discurso motivado por racismo, xenofobia, islamofobia, antisemitismo y antigitanismo. Sirve, además, para apoyar los esfuerzos de las Organizaciones de la Sociedad Civil en el seguimiento de las manifestaciones de odio racista, xenofobia e intolerancia asociada en internet, y sus esfuerzos por compartirlas, hacerlas públicas y denunciarlas”.  Entre los resultados del Proyecto, destaca la creación de una herramienta informática para la recogida sistemática y el análisis del discurso de odio. Se programó un algoritmo informático para la detección, visualización y el análisis del discurso de odio en Twitter, así como las intensidades del discurso (odio extremo, odio-ofensivo, neutro, up-stander). 
Desde diciembre de 2021, la ONDOD está participando en el proyecto ‘REAL UP’, financiado por la Comisión Europea, cuyo objetivo primordial es mejorar las capacidades de las autoridades estatales para identificar, analizar, supervisar y evaluar el discurso de odio en línea con el fin de desarrollar y fortalecer las estrategias de contranarrativa (discurso «upstander») contra el discurso de odio motivado por el racismo, la xenofobia, la islamofobia, el antisemitismo y el antigitanismo, mediante la discusión y generación de un mapa de buenas prácticas y herramientas didácticas efectivas para la contranarrativa del discurso de odio en la red. 
- Proyecto europeo “Combating The Speech Of Hate in Sports”: Implementado por el Consejo de Europa y liderado por el Consejo Superior de Deportes,  busca la cooperación con los diferentes Estados participantes a fin de unir a las instituciones y personas, y trabajar para reducir o eliminar el discurso de odio en el deporte. De este modo, se pretende crear una red para el intercambio de información, experiencia y sobre todo se busca implementar medidas positivas en lugar de punitivas.
- Proyecto europeo CISDO - Cooperación Inter-policial y Social contra los delitos de odio (véase: https://cisdoproject.eu/), con dos años de duración, hasta diciembre de 2024, está liderado por el Observatorio Español del Racismo y la Xenofobia (OBERAXE) del Ministerio de Inclusión, Seguridad Social y Migraciones, y tiene como socios a la Oficina Nacional de Lucha Contra Delitos de Odio (ONDOD) del Ministerio del Interior, la Universidad de Salamanca, el Ayuntamiento de Móstoles, el Ayuntamiento de Palencia, la Escuela de Policía de Finlandia (POLAMK) y la Consultoría en Diversidad, CIDALIA. 
El proyecto cuenta con la cofinanciación de la Comisión Europea CERV EQUAL 2022. El objetivo general del proyecto es mejorar las capacidades de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad a nivel nacional, tanto de la Guardia Civil, como de la Policía Nacional, y en el ámbito local, de las Policías Municipales, para prevenir, identificar, mediar y luchar contra los incidentes racistas y xenófobos, y en especial los discursos y delitos de odio que amenazan la convivencia pacífica en las ciudades. Los objetivos específicos son aumentar la cooperación y el intercambio de información entre las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad con las Organizaciones de la Sociedad Civil (OSC) especializadas en atención a víctimas de delitos de odio, así como fomentar una relación sostenida, de confianza y conocimiento mutuo entre los Cuerpos Policiales y las comunidades y grupos en situación de especial vulnerabilidad, para prevenir y luchar eficazmente contra los delitos de odio y ayudar a las víctimas a superar sus temores para denunciar estos delitos. 
La colaboración con las OSC se vehiculará, a través de las “comunidades de prácticas” con facilitadores para la formación para formadores, en las ciudades participantes.
- Volviendo al ámbito nacional, en el año 2014 se aprobó y se publicó el “Protocolo de Actuación de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad ante Delitos de Odio y conductas que vulneran las normas legales sobre discriminación”, actualizado en 2015 y por segunda vez en julio de 2020, y en este año 2023 se está procediendo a una nueva revisión debido a las diferentes normas que han ido entrando en vigor. Este Protocolo de Actuación es una guía básica para la Policía Nacional, la Guardia Civil y demás policías, tanto autonómicas como locales, con competencia en la materia, en la que se explica qué es un delito de odio, cómo debe investigarse, el correcto trato a las víctimas, entre otros muchos aspectos. 
- El “Acuerdo para cooperar institucionalmente contra el racismo, la xenofobia, LGTBIfobia y otras formas de intolerancia”, suscrito en el año 2015, y renovado en el año 2018 y en septiembre de 2022, por 11 instituciones públicas (Consejo General del Poder Judicial, la Fiscalía General del Estado, el Ministerio de Justicia, el Ministerio del Interior (al que le ha correspondido la presidencia de la Comisión de Seguimiento del Acuerdo en los años 2020 y 2021), el Ministerio de Educación y Formación Profesional, el Ministerio de Cultura y Deporte, el Ministerio de Derechos Sociales y Agenda 2030, el Ministerio de Igualdad, el Ministerio de Inclusión, Seguridad Social y Migraciones, el Ministerio de Asuntos Económicos y Transformación Digital y el Centro de Estudios Jurídicos) y 7 plataformas de la sociedad civil, como observadoras [el Consejo para la Eliminación de la Discriminación Racial o Étnica (CEDRE); el Foro para la Integración Social de los Inmigrantes (FISI); el Consejo de Víctimas de Delitos de Odio y Discriminación (COVIDOD); la Plataforma del Tercer Sector; la Federación Estatal de Lesbianas, Gais, Trans, Bisexuales, Intersexuales y más; el Consejo Estatal del Pueblo Gitano; y la Plataforma de la Infancia]. 
Sus actividades giran en torno a 4 grupos de trabajo, que a su vez cuentan con dos subgrupos de trabajo, y en todos ellos participa activamente la Oficina Nacional de Lucha Contra los Delitos de Odio. Cada semestre se materializa una reunión de la Comisión de Seguimiento para exponer los trabajos realizados y desde su inicio se han llevado a cabo 13 reuniones semestrales. En 2023 la presidencia de la Comisión de Seguimiento la ostenta el Ministerio de Cultura y Deporte, a través del Centro Superior de Deportes. Los cuatro grupos de trabajo mencionados son los siguientes:
· Grupo de trabajo de análisis de sentencias y recogida de datos estadísticos.

· Grupo de trabajo sobre formación – sensibilización. Co-liderado por el Ministerio del Interior y el Ministerio de Igualdad. Su objetivo es articular actividades y programas formativos de todos los organismos e instituciones representadas en dicho Grupo.  

· Grupo de trabajo sobre discurso de odio.

En el seno del mismo es importante destacar que se ha consensuado y aprobado el “Protocolo para combatir el Discurso de Odio Ilegal en Línea”, presentado en el año 2021 y que es una herramienta orientada a la cooperación y coordinación entre las autoridades estatales españolas encargadas de hacer cumplir la legislación contra los delitos de odio en línea, y aquellas autoridades que combaten el discurso de odio ilegal en línea en otros ámbitos distintos del penal; así como para la coordinación con las organizaciones de la sociedad civil y con los prestadores de servicios de alojamiento de datos en Internet implicados en el tema. Impulsado por el OBERAXE, el protocolo se inspira en el Código de Conducta que firmó la Comisión Europea en 2016 con las empresas de internet, en la Recomendación (UE) 2018/334 de la Comisión, de 1 de marzo de 2018, sobre medidas para combatir eficazmente los contenidos ilícitos en línea, y se basa en la legislación española vigente en la materia.

· Grupo de trabajo sobre estrategia de inclusión: Relacionado con la adopción en España del Marco estratégico para la ciudadanía y la inclusión, contra la xenofobia y el racismo (2021-2027).
- Además de lo mencionado, la ONDOD ha publicado la “Guía de buenas prácticas para la denuncia de los delitos de odio”: se trata de una guía dirigida tanto a la población en general que puede ser potencial víctima de un delito de odio, como a las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad que tienen que saber identificar este tipo de delitos, que, a su vez, redundará en la correcta tramitación del atestado policial.
- La ONDOD también ha publicado la "Guía de actuación con víctimas de delitos de odio con discapacidad del desarrollo", como herramienta para las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado en el trato de cualquier víctima de delito de odio que presente algún tipo de discapacidad intelectual o del desarrollo. Incluye recomendaciones para actuar a la hora de atender a una persona con discapacidad víctima de un delito de odio, entre ellas, evitar un lenguaje técnico o complicado usando uno más sencillo y directo que les permita comprender la situación que sufren, utilizando materiales de apoyo, adaptar el entorno policial eliminando elementos estresantes para la víctima y facilitando documentos de lectura fácil cuando se les proporcione cualquier información o para facilitar la presentación de la denuncia, y evitar la victimización.
- Plan Director para la Convivencia y Mejora de la Seguridad en los Centros Educativos y sus Entornos, que desde el año 2007 se viene realizando en colegios e institutos para dar charlas de sensibilización y formación en valores de tolerancia, además de dar consejos de seguridad, y donde en cada visita se deja a disposición de los alumnos y AMPAS información y folletos en los que se da a conocer qué es un delito de odio y qué hacer si somos víctimas o testigos de estos o de incidentes de odio. Se pueden consultar los informes anuales publicados en la página web del Ministerio del Interior – Portal Estadístico de Criminalidad.
- Mapa de recursos. En el apartado dedicado a la Oficina Nacional, dentro de la página web del Ministerio del Interior, se ha incluido un mapa interactivo por provincias donde se incluye información de instituciones y asociaciones dedicadas a la asistencia a personas que han sido víctimas de delitos o incidentes de odio. Dicho mapa queda a disposición tanto de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, así como al público en general.
- Informes anuales sobre la evolución de los delitos de odio en España. En el año 2014 el Ministerio del Interior publicó el primer Informe, con datos de 2013, siguiendo las recomendaciones del Consejo JAI de diciembre de 2013, que daba a conocer la cifra de incidentes relacionados con conductas discriminatorias denunciados por la ciudadanía y registrados por las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad. A este primer informe le han seguido los demás que se han ido publicando año a año (el último en 2022, con datos a 31 de diciembre de 2021) y donde se puede observar que la recogida de datos es cada vez mayor y su calidad mejora sustancialmente año tras año, debido principalmente, a la formación, sensibilización y toma de conciencia de los efectivos policiales y a la recogida de ámbitos concretos y definidos de los motivos subyacentes en los sucesos que dieron lugar a las diligencias de los atestados policiales. En este sentido, en 2018 se incluyeron los ámbitos de la discriminación por razón de enfermedad y la discriminación generacional, y en 2019, el ámbito del antigitanismo. Todos los informes anuales publicados se pueden consultar en la página web del Ministerio del Interior.
En cuanto a las lecciones identificadas se pueden destacar:
- La existencia de leyes y políticas específicas contra la discriminación y los delitos de odio ha permitido una mejor identificación, investigación y, en su caso, sanción de estos delitos o incidentes.
- El compromiso de la Administración junto con una adecuada gestión de recursos ha sido clave para combatir todas las formas de discriminación.
- El apoyo de instituciones internacionales y europeas en la materia como Naciones Unidas[footnoteRef:3], la ODIHR-OSCE, la FRA o la Comisión Europea son fundamentales para dar impulso a este tipo de medidas y políticas, así como establecer criterios comunes y foros donde poder compartir buenas prácticas. [3:  En julio de 2021, la Asamblea General de la ONU mostró su preocupación sobre “la propagación y proliferación exponenciales del discurso de odio” en todo el mundo y adoptó una Resolución para ‘promover el diálogo y la tolerancia interreligiosos e interculturales para contrarrestarlo’. Esta Resolución reconoce la necesidad de aumentar sus esfuerzos para abordar este fenómeno, de conformidad con el Derecho Internacional de los Derechos Humanos, proclamando el 18 de junio como ‘Día para contrarrestar el discurso de odio’, el cual se conmemoró por primera vez en 2022.  ] 

- La sinergia entre los diferentes ministerios e instituciones públicas para unificar criterios, conocer los planes y estrategias que se están desarrollando, poder aportar diferentes puntos de vista y aumentar la eficiencia de los recursos existentes, ya que el racismo, la xenofobia y otras formas de intolerancia debe abordarse desde una perspectiva holística al afectar a diferentes ámbitos.
- La creación de instituciones y mecanismos específicos para combatir la discriminación, como la ONDOD, ha permitido una mayor atención y seguimiento de los delitos y discurso de odio y una mejora significativa en la recogida y tratamiento de los datos en el ámbito de los delitos de odio; asimismo, una mejor forma de prevenir e impedir los incidentes y delitos de odio, de mitigar el daño causado a las víctimas, mejorando la respuesta dada por las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado con la finalidad de incrementar la confianza de los mismos por parte de los colectivos vulnerables.
- Las campañas de concienciación y sensibilización han tenido un impacto positivo en la sociedad, promoviendo valores de igualdad, diversidad y respeto a los derechos humanos, coadyuvando a tener un mejor conocimiento sobre este fenómeno, y que se espera redunde en una mayor denuncia de los delitos de odio. Incidir en la formación sobre esta materia está resultando muy positivo para la mejora del tejido social.
- El trabajo conjunto con las asociaciones civiles para desarrollar políticas es fundamental para conocer y atender adecuadamente las necesidades de las víctimas y que aumente la confianza de estas con las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado, y así reducir la cifra de infradenuncia.
- La realización de estudios científicos y encuestas, por ejemplo, es fundamental para entender el fenómeno y poder desarrollar políticas y herramientas adecuadas para abordar el fenómeno de manera eficaz.
-La colaboración entre las diferentes instituciones públicas y privadas en nuestro país, así como los diferentes Protocolos y Planes para combatir los discursos y delitos de odio en España son valorados muy positivamente por instituciones como la Comisión Europea, la Agencia de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea (FRA) y la Oficina de Instituciones Democráticas y Derechos Humanos (ODIHR) de la OSCE.
- Existe un campo claro de mejora, que no es otro que la oportunidad de poder mejorar el conocimiento por parte de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad de la elevada cifra de casos de discriminación y delitos de odio en España que no se denuncian (infradenuncia), lo que indica que aún queda trabajo por hacer en este ámbito, como, por ejemplo, mediante la mejora y desarrollo de leyes y políticas específicas. En 2021 se llevó a cabo, por parte de la ONDOD, una nueva encuesta de delitos de odio que puso de manifiesto varios retos por afrontar, entre ellos, la mencionada infradenuncia y otras circunstancias que impiden la correcta recogida de denuncias por parte de las víctimas de delitos de odio.
-La discriminación y la violencia racista y xenófoba se han extendido a nuevas formas, como el ciberacoso y la difusión de discursos de odio en redes sociales, lo que ha requerido nuevas medidas y estrategias para combatir estos fenómenos, y su implantación no se está pudiendo realizar de manera ágil, dada, sobre todo la complejidad de la materia y los actores involucrados.
- El reto de mejorar la recogida y registro de los delitos e incidentes de odio por parte de las fuerzas policiales, no se ven reflejados en el número de sentencias judiciales condenatorias que recojan estos motivos de discriminación incluidos en el Código Penal. Se está trabajando entre diferentes instituciones públicas y entidades privadas para mejorar este aspecto con la trazabilidad de los casos comenzando desde la denuncia en sede policial, con los que sacar conclusiones en cuanto a los procedimientos judiciales sobre estos tipos delictivos.




